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TEXTO DEL DICTAMEN

La Comisión Permanente del Consejo de Estado, en sesión celebrada el día 5 de junio de 2014, , emitió, por unanimidad, el siguiente
dictamen: "Por Orden comunicada de V. E. de fecha 20 de mayo de 2014 (con registro de entrada el día siguiente) el Consejo de Estado ha
examinado   el  expediente relativo   al  proyecto  de Real  Decreto  sobre  bonificaciones  en la  cotización  a la  Seguridad  Social  del   personal
investigador.

De los antecedentes remitidos resulta:

PRIMERO. Contenido del Proyecto.

El preámbulo del proyecto sometido a consulta se inicia con una referencia a la disposición adicional vigésima de la Ley 35/2006, de 28 de
noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades,
sobre la Renta de no Residentes y sobre el  Patrimonio, que autorizó al  Gobierno para establecer bonificaciones en las cotizaciones a la
Seguridad Social correspondientes al personal investigador que, con carácter exclusivo, se dedique a actividades de investigación y desarrollo
e innovación tecnológica, a que se refiere el artículo 35 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por el Real
Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo. La citada ley modificó el régimen normativo de los incentivos a la investigación y el desarrollo e
innovación tecnológica al cambiar, por un lado, la deducción por dichas actividades existente en el Impuesto sobre Sociedades y, por otro, al
incorporar un nuevo incentivo de naturaleza no tributaria incompatible con el anterior, consistente en la bonificación en la cotización a la
Seguridad Social  y que fue objeto de desarrollo del  Real  Decreto 278/2007, de 23 de febrero, sobre bonificaciones en la cotización a la
Seguridad Social respecto del personal investigador.

El Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad,
derogó expresamente la disposición adicional vigésima de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, así como el Real Decreto 278/2007, de 23 de
febrero, y las referencias a las bonificaciones contempladas en el Real Decreto 1432/2003, de 21 de noviembre, por el que se regulaba la
emisión por el Ministerio de Ciencia y Tecnología de informes motivados relativos al cumplimiento de requisitos científicos y tecnológicos, a
efectos de la aplicación e interpretación de deducciones fiscales por actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica.

A pesar del contexto de restricciones presupuestarias que han afectado a la intensidad del apoyo público a las actuaciones en materia de
Investigación, Desarrollo e Innovación tecnológica (en adelante I+D+i), el  Gobierno ha considerado conveniente recuperar el incentivo no
tributario de la bonificación en la cotización a la Seguridad Social respecto del personal investigador. Y ello porque, si bien los incentivos de
naturaleza tributaria cuentan con una probada eficacia, la bonificación constituye una reducción inmediata en los gastos empresariales y
favorece la contratación de personal investigador. Además, en ocasiones es el único incentivo con el que cuentan las empresas que no tienen
suficientes beneficios y cuota tributaria como para que las deducciones en el pago de sus impuestos sea relevante.

En consecuencia, el  Real  Decreto proyectado -que se dicta a propuesta de los Ministros de Economía y Competitividad, de Hacienda y
Administraciones Públicas y de Empleo y Seguridad Social- desarrolla, de conformidad con la disposición adicional septuagésima novena de la
Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, el régimen normativo de las nuevas bonificaciones
en las cotizaciones a la Seguridad Social,  enunciando el  preámbulo  los  principales aspectos de tal  regulación y subrayando que en su
tramitación se ha oído a las asociaciones profesionales y a los sectores afectados. Asimismo, se destaca que el texto proyectado supone la
colaboración   de  diversos   órganos   y   entidades:   1)   la   Agencia  Estatal   de  Administración   Tributaria,   que  controlará  que   se  cumplan  las
condiciones   exigidas   para   la   compatibilidad   de   bonificaciones   con   las   deducciones   fiscales;   2)   la   Dirección   General   de   Innovación   y
Competitividad, del Ministerio de Economía y Competitividad, que emitirá informes motivados vinculantes que certifiquen las condiciones del
personal  investigador; 3) la Inspección de Trabajo y Seguridad Social  y la Tesorería General  de la Seguridad Social,  que controlarán la
correcta aplicación de las bonificaciones sobre las cotizaciones y la no superación del máximo de ayudas posibles; y 4) el Servicio Público de
Empleo Estatal, que financiará las bonificaciones.

El proyecto de Real Decreto sometido a consulta está integrado por diez artículos, una disposición adicional, una disposición transitoria y
tres disposiciones finales:

- Artículo 1. Objeto. - Artículo 2. Ámbito de aplicación. - Artículo 3. Exclusiones. - Artículo 4. Requisitos de las empresas beneficiarias de
la bonificación. -  Artículo  5.  Concurrencia y cuantía máxima de las bonificaciones.  -  Artículo  6.  Alcance de la compatibilidad entre las
bonificaciones en la cotización a la Seguridad Social respecto del personal investigador y la deducción en las cuotas tributarias del Impuesto
de Sociedades. -  Artículo  7. Aplicación de las bonificaciones. - Artículo 8. Control  de las bonificaciones. - Artículo  9. Devolución de las
bonificaciones. - Artículo 10. Financiación. - Disposición adicional. Territorios forales. - Disposición transitoria. Bonificación en la cotización a
la Seguridad Social  respecto del personal  investigador a tiempo completo en situación de alta el 1 de enero de 2013. - Disposición final
primera. Título competencial. - Disposición final segunda. Facultades de desarrollo. - Disposición final tercera. Entrada en vigor.

SEGUNDO. Contenido del expediente.

A) Además de las sucesivas versiones del  proyecto de Real  Decreto sometido a consulta (incluida su versión definitiva), consta en el
expediente la memoria abreviada del  análisis de impacto normativo, en la que se hace referencia a la oportunidad de la propuesta y se
examina la tramitación y el  contenido del  Real  Decreto proyectado, dedicándose sus dos últimos apartados a los impactos económico y
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presupuestario y por razón de género.

Cabe destacar la previsión de creación de quinientos puestos de trabajo en tres años (aunque se precisa que se trata de un elemento de
difícil cuantificación) y el impulso a la competencia de mercado a través de un régimen favorecedor de las denominadas "PYMES innovadoras"
para compensar el actual desequilibrio existente frente a las grandes empresas. En cuanto a las cargas administrativas, refleja la memoria el
coste aproximado que supondrá la elaboración de la memoria anual de actividades y proyectos ejecutados e investigadores, exigida en la
regulación proyectada, que sitúa en torno a 500 euros por memoria; y también el coste, para las empresas que pretendan que la bonificación
se aplique a más de diez trabajadores, de un informe técnico emitido por una entidad certificadora, que sitúa en torno a 3.000 euros. Por
último,  en  lo   que se  refiere  al  impacto  del   proyecto  en  los  Presupuestos  Generales  del   Estado,  se prevé que  "el  coste máximo   de la
recuperación de las bonificaciones en cuestión en 2013 será de 20 millones de euros, aunque posiblemente sea menor" por la reducción del
número de empresas innovadoras, entre otros factores. A esa cantidad "ha de añadirse el coste previsible de la compatibilidad de deducirse en
el impuesto de sociedades el 60% restante de las cuotas satisfechas para las PYMES innovadoras que además hayan sido acreditadas como
tales"   y   que   se   sitúa   alrededor   de   1.700.000   euros.   B)   En   el   ámbito   del   Ministerio   de   Economía  y   Competitividad   han  mostrado   su
conformidad con el  texto proyectado las Secretarías de Estado de Comercio  y de Economía y Apoyo a la Empresa, la Subsecretaría y la
Dirección General de Política Económica.

También constan el informe de la Secretaría General Técnica (21 de marzo de 2014), en el que se formulan observaciones de carácter
formal y una observación sobre la disposición transitoria; y el informe de la Abogacía del Estado en la Secretaría de Estado de Investigación,
Desarrollo e Innovación (12 de julio de 2013).

C) El texto proyectado también ha sido informado por la Secretaría General Técnica del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas,
habiéndose incorporado muchas de las observaciones formuladas.

La principal observación que se realiza en los informes emitidos se refiere a la suficiencia o no de los créditos del Servicio Público de
Empleo Estatal. En el último de dichos informes (30 de abril de 2014) se señala que dado que dicho Servicio "ha informado que el gasto en
prestaciones por desempleo en el primer trimestre de 2014 se sitúa en un 86 por ciento del gasto existente en ese mismo periodo de 2013,
por lo que considera que el gasto final para el conjunto de prestaciones por desempleo será de 28.350 millones de euros, lo que determinaría
un remanente de crédito de 1.079 millones de euros, que permitiría financiar la cuantía de las bonificaciones correspondientes al personal
investigador en 2013 (20 millones de euros), no se plantean objeciones a que continúe la tramitación del proyecto".

D) Obran en el expediente los informes emitidos por la Secretaría General Técnica del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, a algunos
de los cuales se incorporan las observaciones formuladas por otros departamentos del citado Ministerio (Secretaría de Estado de la Seguridad
Social, Dirección General de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, Dirección General de Empleo), habiéndose incorporado al  texto
proyectado la mayoría de las observaciones realizadas.

E) Se ha dado audiencia a las entidades y asociaciones representativas de los sectores afectados, habiendo formulado alegaciones las
siguientes: Andersen Plus, Corporación Tecnológica de Andalucía, Fedit Centros Tecnológicos de España, Fundación Leitat, Gaiker-IK4 Centro
Tecnológico,   IASAF,   Lowndalmasai   Enterprise   Cost   Management,   AMETIC   (Asociación   Multisectorial   de   Empresas   de   la   electrónica,   las
tecnologías de la información y la comunicación, de las telecomunicaciones y de los contenidos digitales), CEOE (Confederación Española de
Organizaciones Empresariales), Serviguide Consultoría, Tecnalia, Tekniker, CEIT y Vicomtech.

Muchas de las observaciones formuladas versan sobre la conveniencia de flexibilizar algunos de los requisitos exigidos; y otras sobre
mejoras técnicas y necesidad de aclarar algunas de las previsiones proyectadas.

F) Se han elaborado diversos escritos en los que se examinan las principales observaciones formuladas y se justifica su incorporación al
proyecto o su rechazo.

Y, en tal estado de tramitación, se emite el presente dictamen.

I. Objeto y competencia

El expediente remitido se refiere a un proyecto de Real Decreto sobre bonificaciones en la cotización a la Seguridad Social del personal
investigador.

La Comisión Permanente del Consejo de Estado evacua la presente consulta con carácter preceptivo, conforme a lo dispuesto por el artículo
22.3 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado.

II. Tramitación del expediente

Respecto de la tramitación del  proyecto y en el  marco de lo dispuesto por el  artículo 24 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del
Gobierno, se han atendido las exigencias de índole procedimental que deben seguirse para preparar, con las necesarias garantías, un texto
normativo como el ahora examinado.

Efectivamente, constan en el expediente -y así se recoge en los antecedentes- la versión definitiva del proyecto sometido a consulta y la
memoria que lo acompaña, así como los informes de los diversos órganos administrativos que han participado en su tramitación. Asimismo,
se ha dado audiencia a las entidades y asociaciones representativas de los sectores afectados.

III. Base legal y rango de la norma

La   disposición   adicional   septuagésima   novena   -   "Bonificaciones   en   las   cotizaciones   a   la   Seguridad   Social   a   favor   del   personal
investigador"- de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2013, establece lo siguiente:

"1. Con efectos desde la entrada en vigor de esta Ley y vigencia indefinida y en los términos que reglamentariamente se establezcan, se
autoriza al  Gobierno  para que establezca bonificaciones en las cotizaciones correspondientes al  personal  investigador que,  con carácter
exclusivo, se dedique a actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica a que se refiere el artículo 35 del texto refundido de
la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

2. La bonificación equivaldrá al  40 por ciento de las cotizaciones por contingencias comunes a cargo del  empresario y la misma será
compatible,   en   los   términos   que   reglamentariamente   se   establezcan,   con   la   aplicación   del   régimen   de   deducción   por   actividades   de
investigación y desarrollo e innovación tecnológica establecido en el mencionado artículo 35.

3. Se tendrá derecho  a la bonificación en los casos de contratos de carácter indefinido,  así  como en los supuestos de contratación
temporal, en los términos que reglamentariamente se establezcan.

4. Las bonificaciones previstas en la presente disposición se financiarán con cargo a la correspondiente partida presupuestaria del Servicio
Público de Empleo Estatal".

En consecuencia, existe habilitación legal suficiente y el rango -Real Decreto- de la norma proyectada es adecuado.

IV. Marco normativo y contenido del proyecto

Fue la disposición adicional vigésima de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de
modificación parcial de las Leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, que autorizó al
Gobierno para establecer bonificaciones en las cotizaciones a la Seguridad Social correspondientes al personal investigador que, con carácter
exclusivo, se dedicara a actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica, en los términos que resultaban del artículo 35 del
texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo.

A partir de dicha ley, pues, fueron dos los instrumentos que constituyeron el régimen de los incentivos a la investigación y el desarrollo e
innovación tecnológica: por un lado, la deducción por dichas actividades ya existente en el Impuesto sobre Sociedades (que se regula en el
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mencionado artículo 35 del texto refundido de la Ley del Impuesto); y, por otro lado, la bonificación en la cotización a la Seguridad Social,
que fue regulada en el Real Decreto 278/2007, de 23 de febrero, sobre bonificaciones en la cotización a la Seguridad Social respecto del
personal investigador, informado por el Consejo de Estado en su dictamen 169/2007, de 8 de febrero.

El Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad,
suprimió estas bonificaciones; pero al poco tiempo la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2013,
autorizó nuevamente al Gobierno para reestablecerlas.

El proyecto de Real Decreto que ahora se informa aborda, así, la recuperación del incentivo no tributario de la bonificación en la cotización
a la Seguridad Social  respecto  del  personal  investigador,  en tanto  que mecanismo  que permite una reducción inmediata en los gastos
empresariales y favorece la contratación de personal investigador.

La regulación del proyecto establece, en primer lugar, la cuantía de las bonificaciones (40% de las aportaciones empresariales a las cuotas
de las  Seguridad Social  por contingencias comunes)  y los  supuestos en que  aquellas  se podrán percibir.  Para ello  procede según una
delimitación sucesiva en los artículos 2 y 3. El artículo 2 remite al artículo 35 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades lo que debe entenderse
por actividades de I+D+i y precisa que tendrán derecho a la bonificación los trabajadores incluidos en uno de los cuatro primeros grupos del
Régimen General de la Seguridad Social, siempre que la realización de actividades de investigación, desarrollo e innovación tecnológica sea
con carácter exclusivo (exigencia de la Ley 35/2006 que el proyecto concreta en que se realice "por la totalidad de su tiempo de trabajo", esto
es excluyendo los contratos de trabajo a tiempo parcial) y finalmente ya sea su contrato de carácter indefinido o temporal (en este último
caso, bien sea temporal  por obra o servicio determinado con una duración mínima de tres meses, o bien sea en prácticas). El  artículo 3
completa  la  regulación,   excluyendo   algunos   supuestos   por   razón  del   ámbito   de  aplicación   de  la  bonificación   delimitado   en   el   artículo
precedente (desarrollo  de actividades de I+D+i  a tiempo parcial; desarrollo  de otro tipo de actividades en empresas que se dediquen a
I+D+i; relaciones laborales de carácter especial)  y otros con fundamento en razones diversas, como puede ser la naturaleza del  órgano
contratante (trabajadores contratados por Administraciones públicas) o el carácter de la financiación (trabajadores contratados por empresas u
organismos subvencionados o financiados con fondos públicos).

Tras precisar algunos requisitos que deberán reunir los beneficiarios (artículo 4), el proyecto regula la concurrencia de bonificaciones, su
cuantía máxima y el régimen de compatibilidad (artículos 5 y 6). Cabe destacar los siguientes aspectos de la regulación proyectada: 1) tal y
como establece la Ley 17/2012, la regla general es la compatibilidad (frente a la legislación anterior); 2) la bonificación en la cotización es
plenamente compatible con la aplicación del  régimen de deducción por actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica
establecida en el artículo 35 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades únicamente para las pequeñas y medianas empresas
(en adelante, PYMES) intensivas en I+D+i reconocidas como tal mediante el sello oficial de "PYME innovadora" y que por ello figuren en el
Registro que, a tal efecto, gestionará el Ministerio de Economía y Competitividad; 3) en el resto de los casos, la bonificación es compatible
con el referido régimen de deducción siempre que no se aplique sobre el mismo investigador, pudiendo las empresas optar por aplicar la
bonificación en la cotización a la Seguridad Social respecto del personal investigador o una deducción por los costes de dicho personal en los
proyectos en los que participe y en los que realice las actividades a que se refiere el artículo 35 del texto refundido de la Ley del Impuesto
sobre Sociedades.

El   artículo   7   regula   la   aplicación   de   las   bonificaciones.   En   particular,   se   prevé   su   aplicación   con   carácter   automático   en   los
correspondientes  documentos  de cotización  y  se  establece que  el   régimen de bonificación  se aplicará hasta la finalización  del  periodo
impositivo, entendiéndose prorrogada tácitamente en los periodos impositivos sucesivos.

El  control  de  las  bonificaciones (artículo  8)  se  refuerza,   lo  que parece un  adecuado   contrapunto  a  la regla  de compatibilidad entre
deducción y bonificación antes mencionada, y se articula sobre dos elementos: la exigencia de un informe motivado vinculante emitido por la
Dirección General de Innovación y Competitividad, en el caso de las empresas o entidades que apliquen bonificación en las cuotas de diez o
más investigadores a lo largo de tres meses o más en un ejercicio (apartado 1); y la necesidad de aportar una memoria anual de actividades y
proyectos ejecutados e investigadores afectados por la bonificación en el  ejercicio  vencido, en el  caso de entidades o empresas que se
apliquen bonificaciones y deducciones. No se prevén excepciones a la exigencia de informe motivado.

El  proyecto se cierra con la regulación de la devolución de bonificaciones en aquellos supuestos en que no se reúnan los requisitos
exigidos (artículo  9) y el  régimen de financiación, con cargo a la correspondiente partida presupuestaria del  Servicio  Público de Empleo
Estatal (artículo 10).

V. Observaciones

El Consejo de Estado no objeta la regulación proyectada, que se ajusta a lo dispuesto en la disposición adicional septuagésima novena de
la Ley 17/2012, sin perjuicio de lo cual se formulan las siguientes observaciones.

A) Convendría aclarar el sentido de la frase "En el resto de los casos" que figura al inicio del apartado 3 del artículo 6; en particular si la
contraposición al resto de los supuestos, es a los contemplados en el apartado 1 del mismo artículo.

B) En el apartado 1 del artículo 8 (control de las bonificaciones) debe precisarse el dies a quo para el cómputo del plazo máximo de seis
meses previsto para aportar ante la Tesorería General de la Seguridad Social  el  informe motivado. Pudiera entenderse que es a partir del
vencimiento del ejercicio en el que se aplicaron las bonificaciones, pero en todo caso resulta conveniente una mayor precisión.

C) La disposición adicional  del  proyecto, relativa a la aplicación del  régimen de bonificaciones en el  ámbito de los territorios forales,
establece que:

"Las referencias contenidas en este real decreto a las deducciones por actividades de investigación y desarrollo e innovación tecnológica
reguladas en la Ley del  Impuesto sobre Sociedades, aprobada por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, han de entenderse
realizadas   respecto   a   los   sujetos   pasivos   sometidos   a   legislación   foral   a   la   deducción   que   para   tales   actividades   se   contenga  en   la
correspondiente normativa foral.

Asimismo  las referencias a la Agencia Estatal  de Administración Tributaria en este real  decreto, y respecto del  procedimiento,  deben
entenderse en estos casos efectuadas al órgano equivalente del territorio foral correspondiente".

Ha de hacerse notar que esta previsión tiene su origen en la Resolución emitida por la Dirección General de Coordinación Financiera con las
Comunidades Autónomas del Ministerio de Economía y Hacienda de fecha 20 de julio de 2007 en cuanto a la interpretación de lo dispuesto en
el Real Decreto 278/2007, que anteriormente regulaba estas bonificaciones, debiendo alcanzarse, según indica la memoria, un acuerdo entre
el Ministerio y los órganos competentes de los territorios forales para concretar algunas cuestiones de la futura regulación foral.

En cuanto al texto proyectado, debe revisarse su redacción. En el párrafo primero la precisión "respecto a los sujetos pasivos sometidos a
legislación foral" debe ir entre comas. Y en el párrafo segundo no resulta claro el alcance que quiere darse a la mención del procedimiento. Si
indica que las referencias al procedimiento en el Real Decreto proyectado han de entenderse realizadas al procedimiento equivalente regulado
en el ámbito foral, así debe señalarse expresamente. En caso contrario, parece innecesaria.

D) La disposición transitoria no ofrece duda, a juicio de este Consejo, en cuanto a su naturaleza, pues su finalidad no es otra que regular el
ejercicio  del  derecho a la bonificación respecto a investigadores en situación de alta a partir del  1 de enero de 2013 y la solicitud de
devolución del exceso ingresado en 2013 y en los meses que correspondan de 2014, si se ejercitase efectivamente tal derecho.

En relación con esta solicitud, se establece que:

"La Tesorería General de la Seguridad Social deberá dictar y notificar la resolución dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que se
hubiese  completado   la documentación  que deba  aportar el  solicitante de la  devolución.   Transcurrido   dicho  plazo  sin  que haya recaído
resolución expresa podrá entenderse desestimada dicha solicitud".

Ha de señalarse que la previsión de silencio negativo para este supuesto encuentra amparo en lo establecido por el  apartado 3 de la
disposición adicional vigésimo quinta del texto refundido de la Ley General de la Seguridad, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de
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20 de junio, cuyo primer párrafo prevé que "en los procedimientos iniciados a solicitud de los interesados, una vez transcurrido el  plazo
máximo para dictar resolución y notificarla fijado por la norma reguladora del procedimiento de que se trate sin que haya recaído resolución
expresa, se entenderá desestimada la petición por silencio administrativo".

De otra parte, en el apartado 3 de la disposición transitoria proyectada, o bien debiera precisarse cuál es "el periodo anterior a la entrada
en vigor de este Real Decreto" o bien la referencia habría de hacerse simplemente a la opción por la deducción fiscal "con anterioridad a la
entrada en vigor...".

En fin, el último párrafo de la disposición comentada merece alguna observación:

"El ingreso de las cuotas afectadas no tendrá la consideración de indebido a los efectos previstos en el artículo 44 del Reglamento General
de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio".

Esta previsión estaría mejor ubicada como un segundo párrafo dentro del apartado 3 (aunque si se mantiene al final de la disposición debe
atribuirse un número de apartado independiente, el 4). De otra parte, se propone la siguiente redacción: "Las cuotas ya ingresadas por las
que se tenga derecho a bonificación no tendrán la consideración de ingresos indebidos...".

E) Debe revisarse la puntuación. Por ejemplo, habría que suprimir las siguientes comas: en el último párrafo del artículo 7, la coma que va
después de "La Tesorería General  de la Seguridad Social"; en el  segundo párrafo del  artículo 8.1, la coma que va después de "la citada
Dirección General de Innovación y Competitividad".

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado es de dictamen:

Que, una vez consideradas las observaciones formuladas en el cuerpo del presente dictamen, puede someterse a la aprobación del Consejo
de Ministros el proyecto de Real Decreto sobre bonificaciones en la cotización a la Seguridad Social del personal investigador."

V. E., no obstante, resolverá lo que estime más acertado.

Madrid, 5 de junio de 2014

LA SECRETARIA GENERAL,

EL PRESIDENTE,

EXCMO. SR. MINISTRO DE ECONOMÍA Y COMPETITIVIDAD.
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